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PRESUPUESTO 2027

� Las modificaciones en el artículo 60 del proyecto referido a la cobertura de los déficits de las cajas 
provinciales no transferidas, generó expectativas en el Centro Cívico.  

� A primera vista, abría la chance de mejorar de manera contundente el flujo mensual para el rojo 
previsional de Córdoba.  

� Sin embargo, una "lectura fina” de funcionarios consultados por Comercio y Justicia revelaron que 
los requisitos para lograr ese aumento consistían en allanarse a cláusulas “inaceptables”.  

� En definitiva, hoy la principal  línea de trabajo pasa por elevar el pago a cuenta a unos $15 mil millones 
mensuales, pero ahora desde enero o febrero.  

� ¿Cuáles son las restantes alternativas en análisis?
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El Senado debate cambios  
a la ley de biocombustibles  
y sanciona la Inocencia Fiscal II 
Votará hoy la media sanción a la norma que aumenta el cupo de combustibles 
sostenibles en el surtidor. El proyecto es un  histórico reclamo de Córdoba.  
En forma paralela, convertirá en ley la nueva Inocencia Fiscal. En tanto, ayer 
hubo dictamen para modificar el régimen de Zonas Frías para las tarifas de gas 

b
l Senado sesionará hoy para 
tratar dos proyectos claves, 
uno con particular interés 

para el Gobierno de Córdoba y 
vinculado a cambios en la ley de 
biocombustibles. 

Pese a que el texto final sigue en 
plena negociación por los recla-
mos de las plantas de biodiesel que 
no coinciden con la redacción que 
en principio se pondrá en conside-
ración hoy en el recinto. 

Por otra parte, ayer obtuvo dicta-
men de comisiones el nuevo régi-
men de Zonas Frías, que afectará 
los subsidios al gas que perciben 
unas 688.000 familias cordobesas. 

Volviendo a la sesión de hoy, 
también se buscará convertir en 
ley las modificaciones a la Inocen-
cia Fiscal. 

La jefa del bloque oficialista, Pa-
tricia Bullrich, tuvo que dejar afue-
ra del temario la reforma de la Car-
ta Orgánica del Banco Central 
(BCRA) por falta de acuerdos en un 
artículo. 

El nuevo régimen de biocom-
bustibles llega al recinto con votos 
ajustados, según fuentes parla-
mentarias. Los distintos intereses 
en juego complejizaron las nego-
ciaciones, que continuaron ayer. 
Por eso, no se descarta que haya 
modificaciones sobre el dictamen 
que se firmó días atrás. 

Sobre los porcentajes de corte, 
La Libertad Avanza tiene decidido 
que aumenten tal como había 
quedado plasmado en ese dicta-
men: el biodiesel en el gasoil pasa-
rá de 7,5% a 10%, mientras que el 
bioetanol en las naftas subirá de 
12% a 15%, un año después de la 
sanción de la ley. 

Sin embargo, persistía un recla-
mo de diferencial por distancia por 
parte de las plantas de biodiesel de 
La Pampa y San Luis. Se trata de 
empresas que, al estar alejadas del 
polo agroexportador de Santa Fe, 
enfrentan costos de transporte 
más altos para abastecerse de acei-
te de soja, lo que las coloca en una 
desventaja logística respecto a las 
grandes empresas integradas de 
Santa Fe. 

Por otra parte, había un planteo 
para aumentar el cupo de 3% que 
quedará garantizado para las em-
presas no integradas a partir del 
año 2036, que es cuando termina-
ría la etapa de transición que irá 
reduciendo de a poco la porción 
reservada a las no integradas 
mientras crece, en paralelo, la par-
ticipación de las empresas integra-
das (aceiteras). 

 
Zonas Frías 
Después de los cuatro meses que 
pasaron desde la aprobación en la 
Cámara de Diputados, el oficialis-
mo logró sacar del cajón el proyecto 
de Zonas Frías. Consiguió dictamen 
favorable en un plenario de las co-
misiones de Energía y Presupuesto, 

y quedó listo para ser votado en una 
próxima sesión. Por los tiempos re-
glamentarios, no será en la de este 
jueves. 

La senadora Alejandra Vigo, del 
PJ cordobés, participó del debate e 
hizo planteos a la secretaria de 
Energía, María Tettamanti, que 
asistió para defender el proyecto y 
responder preguntas. La legislado-
ra schiarettista reiteró que con el 
proyecto, rechazado de plano por 
el gobierno provincial, unas 
688.000 familias (alrededor de 
2.200.000 cordobeses) pagarán 
una factura más elevada de gas. 

Esto sucedería porque se daría 
marcha atrás con la ampliación de 
las Zonas Frías que se aprobó en 
2020, y que incorporó a 13 depar-

tamentos cordobeses, o sea la mi-
tad de la provincia. El subsidio ya no 
se aplicaría indiscriminadamente 
por la pertenencia a las Zonas Frías, 
sino que solo lo recibirían las fami-
lias inscriptas en el SEF (Subsidios 
Energéticos Focalizados) que acre-
diten ingresos netos de hasta tres 
canastas básicas totales. 

Según aclaró Tettamanti, en Cór-
doba hay 380.000 usuarios que hoy 
tienen el régimen del SEF y 360.000 
que no están subsidiados. Con la 
modificación, los 380.000 primeros 
“que hoy están recibiendo un 75%, 
van a recibir un beneficio adicional 
de 20% sobre un bloque de consu-
mo”, explicó la funcionaria. 

También especificó, ante una 
pregunta de Vigo, que con la nueva 

ley se ahorrarían 400 millones de 
dólares por año. Advirtió que para 
poder financiar el régimen actual, 
se debería subir la alícuota que se le 
cobra a todos los usuarios del país, 
que actualmente es de 7,5%. Pero 
con el cambio, “una vez que pague-
mos todas las deudas por Zonas 
Frías y el fondo quede estabilizado, 
la alícuota podría bajarse a 5,3%”. 

Por otra parte, Vigo advirtió que 
“el Estado vuelve a beneficiar a 
Edenor y Edesur en lo que hace a 
condonar las deudas, se habla de 
2.000 millones de dólares, y en nin-
gún momento se hace una diferen-
cia entre los que no pagaron y los 
que están al día con Cammesa”, 
como el caso de Epec. El Ejecutivo 
no transmitió ninguna resolución 
alrededor de ese tema. 

Ante otra consulta de la senado-
ra cordobesa, Tettamanti confir-
mó que avanzarán en paralelo con 
las Zonas Cálidas, para subsidiar el 
consumo de energía eléctrica en 
localidades con altas temperatu-
ras. Fue la promesa que le hizo el 
Gobierno a los gobernadores del 
Norte Grande tiempo atrás, en 
busca de apoyos para Zonas Frías. 

 
El Central, sin votos 
De cara a la sesión de este jueves, 
Bullrich decidió no sumar la refor-
ma de la Carta Orgánica del Banco 
Central, la otra gran iniciativa eco-
nómica de Javier Milei junto con 
Inocencia Fiscal. Aunque ya cuen-
ta con dictamen, la jefa del bloque 
oficialista admitió que no hay 
acuerdo en torno a uno de los capí-
tulos polémicos, el referido a la re-
moción de los directores de la enti-
dad, citada por La Voz web. 

Bajo el supuesto fin de tener un 
Banco Central independiente, el 
proyecto exige dos tercios de los 
votos de ambas Cámaras para 
desplazar a un director, una ma-
yoría calificada prácticamente 
imposible de conseguir para cual-
quier oficialismo. Con esa modifi-
cación, sería más difícil para un 
futuro gobierno de otro signo po-
lítico remover a Santiago Bausili 
de la presidencia. 

La inflación mayorista aceleró en agosto y aumentó 2,1% 
La inflación mayorista se incre-
mentó en agosto 2,1%, el mayor 
valor en los últimos tres meses. La 
mayor parte del alza fue explicada 
por un nuevo recalentamiento en 
los precios internacionales del pe-
tróleo, en el marco de la guerra en 
Medio Oriente. 

Así lo informó el Indec a través 
de la publicación del Índice de 
Precios Internos al por Mayor 
(IPIM). El referencial exhibió que 
los productos nacionales trepa-
ron 2,1% en el octavo mes del 
año, en sintonía con el promedio 
general. 

Dentro de este segmento, los 
precios de los productos primarios 
avanzaron más que los de las ma-
nufacturas (4,6% vs. 1,3%).  

Asimismo, al interior del grupo 
primario, lo más destacado fue un 
salto de 8% en la división de petró-
leo crudo y gas. 

"El dato energético estuvo en 
línea con lo ocurrido en los mer-
cados internacionales. El Brent 
promedió US$91,08 por barril en 
agosto, frente a US$83,76 en ju-
lio, una suba mensual de aproxi-
madamente 8,7%. La Agencia In-

ternacional de Energía señaló 
que el aumento estuvo asociado 
principalmente a restricciones 
en las exportaciones de petróleo 
crudo de Medio Oriente", marcó 
Facundo Beltramone, economis-
ta de Fundación Libertad. 

Vale recordar que el IPIM, a di-
ferencia del Índice de Precios al 
Consumidor (IPC) tiene un mayor 
componente de bienes comercia-
lizables con el exterior ("trans-
ables"), por lo cual es mucho más 
sensible a movimientos en los 

precios internacionales y el tipo 
de cambio. En ese sentido, Bel-
tramone señaló que "agosto 
combinó una suba moderada del 
dólar con un fuerte incremento 
del petróleo internacional, lo que 
ayuda a explicar por qué la pre-
sión mayorista se concentró es-
pecialmente en los componentes 
energéticos". 

Otro aumento que tuvo relevan-
cia en la variación de la inflación 
mayorista fue el de productos 
agropecuarios (+2,2%). Por su par-
te, pese a que el valor del dólar ofi-
cial no tuvo un incremento parti-
cularmente elevado, los artículos 
importados experimentaron un 
incremento de 2,9%. 

Con estos números, el IPIM acu-
muló un avance de 19,1% en los 
primeros ocho meses de 2026 y de 
29,8% en términos interanuales. 
Para poner en comparativa, la in-
flación minorista fue de 21,3% en-
tre enero y agosto, y de 33,5% en 
los últimos 12 meses. 
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L
a principal preocupación del 
gobernador Martín Llaryora y 
de hecho de su antecesor Juan 

Schiaretti y también de José Ma-
nuel de la Sota que inauguró el ci-
clo peronista en la provincia de 
Córdoba allá lejos en 1999, amagó 
con darle al actual mandatario la 
mejor noticia en mucho tiempo, 
luego de conocido el proyecto de 
Presupuesto 2027 que Javier Milei 
envió al Congreso: resolver al me-
nos parcialmente pero de manera 
positiva la cobertura del déficit de 
la Caja de Jubilaciones. 

En una primera lectura, el artí-
culo 60 del proyecto que, al igual 
que este año, aparece en el capítu-
lo IX “De la relación con las provin-
cias”, incluye esta vez algunos 
cambios que entusiasmaron en el 
Centro Cívico. 

Sin embargo, fue sólo un espejis-
mo. “Un maquillaje en la redac-
ción que generó optimismo pero 
que pronto quedó en evidencia, no 
tenía el efecto que suponíamos en 
una primera instancia”, resumie-
ron a Comercio y Justicia fuentes 
cercanas al Panal. 

A grandes rasgos, el artículo 60 
del proyecto girado ahora al Con-
greso, es casi una copia del mismo 
artículo del Presupuesto 2026. 

Es cierto que sube ostensible-
mente el monto a repartir entre las 
cajas no transferidas. 

Pasó de 122.762 millones de pe-
sos en el texto de este año a 503.325 
millones de pesos para 2027. Visto 
en esos términos, la mejora abriga 
optimismo. Pero una cuenta rápi-
da marca que ese dinero a repartir 
entre las 13 cajas  no transferidas, 
en la práctica termina siendo me-
nor a los 10 mil millones de pesos 
mensuales a cuenta de una audito-
ría de Anses que el organismo na-
cional gira a Córdoba. 

“La Anses transferirá mensual-
mente a las provincias que no 
transfirieron sus regímenes pre-
visionales al Estado nacional, en 
concepto de anticipo a cuenta 
del resultado definitivo del siste-
ma previsional provincial, el 
equivalente a una doceava parte 
del último monto total del déficit 
-provisorio o definitivo- determi-
nado de acuerdo con el Decreto 
N° 730 del 8 de agosto de 2018 y 
sus normas complementarias y/o 
modificatorias. A tales efectos, 
sólo podrán requerir el pago de 
los anticipos a cuenta, aquellas 
provincias que tuvieran un défi-
cit reconocido, ya sea provisorio 
o definitivo, que surja de un 

acuerdo suscripto con la Anses 
que corresponda al menos al 
Ejercicio 2021 o posterior”, indi-
ca el texto, similar al de este año. 

En paralelo, faculta a la Anses “a 
dictar las normas aclaratorias o 
complementarias que se requieran 
para la implementación de lo dis-
puesto en este artículo, incluyendo 
la determinación de los montos to-
tales a transferir a cada provincia”, 
también igual a este año. 

Pero esta vez suma un último 
párrafo: “Autorízase al Jefe de Ga-
binete de Ministros, previa inter-
vención del Ministerio de Econo-
mía, a ampliar el límite establecido 
en el presente artículo, en la medi-
da que el cumplimiento de las cita-
das obligaciones así lo requiera”. 

Analizado en una primera ins-
tancia, los cambios abrigaban la 

chance de que Llaryora fuera por 
un fuerte incremento en los envíos 
mensuales. 

Es que Córdoba, a diferencia de 
otras provincias, ya tiene auditado 
el déficit de 2024 y en pocos días 
más también tendrá el de 2025. 

Así, podría solicitar, en cumpli-
miento del texto del artículo, que la 
Nación gire en 2027 la doceava 
parte del rojo de 2024 que, en tér-
minos nominales y sin actualizar 
por ningún indicador, arrojó 
183.119 millones de pesos. 

Si esa cifra se divide por 12, de-
termina que Anses debería girar 
desde enero un monto mensual de 
15.250 millones de pesos, o sea 
más de cinco mil millones de pe-
sos más que la cuota a cuenta que 
envía por ahora Anses. 

Sin embargo, y pese a que esos 

15 mil millones de pesos cubrirían 
sólo la mitad o menos del rojo de 
Córdoba, sería una mejora sustan-
cial que permitiría a Llaryora reali-
zar algún anuncio de flexibiliza-
ción de los últimos ajustes a acti-
vos y jubilados. 

Pero hay un problema: ese dine-
ro mencionado de 2024 y auditado 
ya por Anses, no derivó en la firma 
de un acuerdo entre las partes, 
condición necesaria para reclamar 
la mejora en el flujo desde 2027. 

¿Porqué la Provincia no firmó 
con Anses?. Sencillamente porque 
la Nación no quiere actualizar el 
monto nominal determinado y la 
Provincia solicitó en las demandas 
interpuestas ante la Corte Supre-
ma, que las cifras auditadas se ac-
tualicen por movilidad jubilatoria. 

El dato no es menor. En total, la 

auditoría nominal entre 2017 y 
2024 determinaron un monto final 
de 271.073 millones de pesos, pero 
todo a valor de cada año. 

Si Llaryora solicitara que la Na-
ción gire desde 2027 el monto no-
minal de la auditoría de 2024, reci-
biría más fondos mensuales pero, 
en paralelo, sentaría un preceden-
te inaceptable, o sea convalidar un 
monto sin actualización alguna. 

De hacerlo, podría ser denuncia-
do por incumplimiento de los de-
beres de funcionario público. 

La otra alternativa era pedir que 
se aplique la doceava parte de la 
auditoría que arroje 2025. Para la 
Caja, ese déficit fue de 462 mil mi-
llones de pesos, tal como lo antici-
pó este medio. Esos números de-
ben ser auditados ahora por Anses. 
Aún suponiendo que en octubre o 
noviembre la Nación determine 
que el rojo fue de, por ejemplo, 400 
mil millones de pesos, Llaryora 
podría solicitar casi 40 mil millo-
nes de pesos mensuales. Visto así, 
un negocio redondo. 

Pero aunque Anses aceptara, 
igual que en el caso anterior de 
2024, avalaría un monto que no es-
tá actualizado. El precedente lo de-
jaría expuesto para los montos de 
años anteriores. 

 
Entonces 
Repasadas las alternativas y dejan-
do al descubierto la “treta” de Milei, 
la estrategia se mantendrá en línea 
con lo que ya se viene realizando 
hasta ahora aunque con alguna 
mejora. Bajo la premisa de netear 
las cuotas que no está enviando An-
ses por 10 mil millones de pesos 
mensuales a cambio en principio 
de que se tomen como parte de pa-
go de los 400 mil millones de pesos 
de anticipo financiero que recibió 
la Provincia desde la Nación, el Go-
bernador buscará mejorar el giro a 
cuenta a la Caja ahora desde enero 
o febrero a más tardar, con un hori-
zonte posible de subir de 10 mil a 15 
mil millones de pesos mensuales, 
siempre a cuenta de una futura au-
ditoría en este caso de 2027. 

“Es la alternativa más viable y 
menos traumática. El resto, si bien 
podrían redundar en más fondos, 
tienen muchos riesgos”, resumie-
ron los informantes. 

Así, todo sigue pasando por ne-
gociaciones políticas entre ambas 
administraciones que por ahora 
transitan un buen vínculo.  

En cuanto a los anuncios de fle-
xibilizar el ajuste a jubilados y acti-
vos, es inminente la aparición del 
Decreto que reduzca la alícuota 
máxima extra fijada en la ley 
11.087 de 8 a 6%, en dos tramos a 
impactar con los haberes de sep-
tiembre y octubre. 

Las modificaciones en el artículo 60 del proyecto referido a la cobertura de los 
déficits de las cajas provinciales no transferidas, generó expectativas en el Centro 
Cívico. A primera vista, abría la chance de mejorar de manera contundente el 
flujo mensual para el rojo previsional de Córdoba. Sin embargo, una "lectura  
fina” de funcionarios consultados por Comercio y Justicia revelaron que los  
requisitos para lograr ese aumento consistían en allanarse a cláusulas  
“inaceptables”. En definitiva, hoy la principal  línea de trabajo pasa por elevar el 
pago a cuenta a unos $15 millones mensuales, pero ahora desde enero o febrero.  
¿Cuáles son las restantes alternativas en análisis?

Caja: Milei “maquilló” cambios 
y entusiasmó a Llaryora, quien 
pronto descubrió la "treta"

ALFREDO FLURY 

aflury@comercioyjusticia.info
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E
n ataque con drones contra el 
oleoducto Este-Oeste (Petroli-
ne) en Arabia Saudita, una de 

las arterias estratégicas del sumi-
nistro mundial de petróleo, podría 
generar una mayor demanda de 
crudos de Latinoamérica, Canadá 
y África. Así lo evaluó la consultora 
Rystad Energy, en un contexto de 
escalada del conflicto en Medio 
Oriente. 

Arabia Saudita informó que de-
bió sacar de servicio el ducto tras el 
ataque, presuntamente originado 
desde territorio iraquí por células 
vinculadas a Irán.  

El oleoducto, con una capaci-
dad nominal de siete millones de 
barriles por día, permitía redirigir 
parte de la producción saudí ha-
cia la terminal de Yanbu, en el 
Mar Rojo, evitando el estrecho de 
Ormuz. Ahora quedó fuera de 
operación por tiempo indefinido, 
según imágenes satelitales que 
confirman daños en al menos una 
estación de bombeo. 

La situación se agrava con la 
ofensiva de los rebeldes hutíes en 
Yemen, que tomaron puntos clave 
del estrecho de Bab al-Mandeb, la 
vía que conecta el Mar Rojo con el 
Golfo de Adén. De esta forma, se 
replica en esa ruta el riesgo que ya 
pesa sobre Ormuz. 

 
Impacto en el mercado global 
Rystad Energy advierte que el mer-
cado pasaría de un escenario rela-
tivamente equilibrado a uno con 
un fuerte déficit de oferta en los 
próximos meses. Las cargas desde 
Yanbu promediaban 2,6 millones 
de barriles diarios en los últimos 
días, por lo que la pérdida de alre-
dedor de tres millones de barriles 
diarios se sentiría en un plazo de 
cuatro semanas. 

Los crudos saudíes afectados 
son de densidad media y agrios. 
Las alternativas más cercanas 
(Omán, Murban y Upper Zakum) 
también enfrentan restricciones 
por la situación en Ormuz. En 

consecuencia, las refinerías asiá-
ticas competirán por una oferta 
más reducida, lo que impulsaría 
la demanda de barriles del Atlán-
tico: WTI Midland, crudo cana-
diense, variedades de África Oc-
cidental y, especialmente, cru-
dos de Latinoamérica. 

Una interrupción de un mes en 
Yanbu dejaría fuera del mercado 
entre 78 millones y 120 millones 
de barriles. En un escenario de 
dos meses, el faltante subiría a 
156 millones-240 millones, y en 
tres meses a 230-360 millones.  

El mercado debería reasignar 
flujos: más volumen de Estados 
Unidos y América Latina viaja-
ría hacia Asia rodeando el Cabo 
de Buena Esperanza, mientras 
Europa buscaría reemplazos re-
gionales. 

 
Oportunidad para  
Latinoamérica y Argentina 
Este reordenamiento de los flujos 
globales representa una oportuni-
dad potencial para los producto-
res latinoamericanos. En el caso 
de Argentina, la mayor demanda 
de crudos del Atlántico podría for-
talecer el posicionamiento de Va-
ca Muerta, cuya producción sigue 
creciendo y busca nuevos desti-
nos de exportación. 

Aunque el impacto final de-
penderá de la duración de la in-
terrupción y de la respuesta de 
los productores saudíes, el epi-
sodio pone en evidencia la fragi-
lidad de las rutas energéticas tra-
dicionales y el creciente valor es-
tratégico de las fuentes alternati-
vas de suministro. 

Iveco Group inauguró su nuevo 
centro de distribución de piezas 
en Pouso Alegre, estado de Minas 
Gerais (Brasil), mediante una in-
versión de 93 millones de reales 
orientada a fortalecer la posventa 
en el país y en América Latina. 

La nueva planta, de casi 20.000 
m2, cuenta con 17 muelles, 40% 
más de capacidad de almacena-
miento y un potencial de expan-
sión de 35%. Moviliza alrededor 
de 5,8 millones de piezas al año de 
las marcas Iveco, Iveco Bus y FPT. 

Según Domenico Nucera, de 
Iveco Group, la competitividad 
actual depende no sólo de fabri-
car buenos productos sino tam-
bién de garantizar disponibilidad 
y calidad a lo largo de toda la vida 
útil del vehículo. El nuevo centro 
busca precisamente reforzar esa 
resiliencia de la cadena de valor. 

La operación ya muestra resul-
tados: el proceso de recepción de 
piezas se redujo de seis a cuatro 
días, y el de salida al cliente, de 
cuatro a dos días. Esto permite du-
plicar la agilidad en la atención. 

Además, el centro incorpora un 
laboratorio de calidad, cuatro 
quality gates y áreas específicas 

para control y trazabilidad. La 
densidad de almacenamiento 
aumentó 37% y la disponibilidad 
de inventario de artículos de rota-
ción media y alta mejoró 66%. 

Pouso Alegre fue elegida por su 
proximidad a corredores logísti-
cos, aeropuertos y puertos, y por 
reforzar la presencia del grupo en 
Minas Gerais, donde opera el ma-
yor complejo industrial de Iveco 
Group en la región y el único 
Centro de Desarrollo de Producto 
fuera de Europa. 

Karel Novak, también de Iveco 
Group, destacó que una opera-
ción de repuestos autónoma per-
mite brindar soporte más eficien-
te durante toda la vida del produc-
to. En tanto, Fernanda Melo, res-
ponsable de Operaciones de Pie-
zas para la región, subrayó que la 
nueva estructura eleva el servicio 
posventa con mayor agilidad, cali-
dad y capacidad de expansión. 

El centro opera bajo un modelo 
full service, integrando recep-
ción, almacenamiento, prepara-
ción de pedidos y distribución, 
con el objetivo de que la pieza co-
rrecta llegue al lugar y en el mo-
mento que el cliente la necesita. 

Iveco Group inaugura un nuevo centro 
de distribución de piezas en Brasil

La volatilidad geopolítica vuelve a dominar el  
precio del petróleo. El país debería avanzar en  
infraestructura de distribución y  
en la consolidación de mercados de exportación

Ataque a oleoducto clave  
en Arabia Saudita podría abrir 
una ventana para el  
crudo latinoamericano
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L
a Sala 1ª de la Cámara del Tra-
bajo de Córdoba admitió par-
cialmente la demanda promo-

vida por una técnica radióloga 
contra el instituto médico en el 
cual desarrolló gran parte de su vi-
da laboral y condenó a la emplea-
dora a pagar indemnizaciones por 
despido, diferencias salariales, las 
sanciones previstas por la ley 
25323 y una reparación por daño 
moral.  

El vocal Ricardo Agustín Giletta 
consideró que las causas invoca-
das para extinguir el vínculo eran 
vagas, no fueron probadas y, ade-

más, afectaron injustificadamen-
te los antecedentes profesionales 
de la trabajadora.  

La sentencia tuvo por acredita-
do que S. había comenzado a 
prestar servicios antes de la fecha 
registrada por la empresa. La 
prueba testimonial permitió esta-
blecer un ingreso inicial en junio 
de 1987, una interrupción poste-
rior y el reingreso en octubre de 
1990, aunque la relación había si-
do registrada sólo en noviembre 
de 1991.  

Esa deficiencia tuvo incidencia 
tanto en las diferencias salariales 

como en la indemnización previs-
ta por el art. 1 de la ley 25323.  

El fallo también consideró re-
munerativos los vouchers o gift 
cards  de $450 mensuales que re-
cibía la trabajadora.  

La empleadora sostuvo que sus-
tituían el refrigerio previsto con-
vencionalmente, pero no produjo 
prueba que respaldara esa expli-
cación. Para Giletta, eran vales de 
libre disponibilidad y tenían natu-
raleza salarial, pese a no encon-
trarse registrados.  

La decisión calificó de “vague-
dad extrema” la comunicación 
mediante la cual el instituto des-
pidió a la técnica en junio de 
2019. Se le atribuyeron reiterados 
incumplimientos de órdenes, fal-
ta de colaboración y una dismi-
nución sostenida y voluntaria de 
productividad pero no se identi-

ficaron las directivas supuesta-
mente desobedecidas, quién las 
había impartido, cuándo ocurrie-
ron los hechos ni en qué había 
consistido concretamente la 
merma de rendimiento. La co-
municación no satisfizo las exi-
gencias del art. 243 LCT y, por sí 
sola, resultaba insuficiente para 
justificar el despido.  

 
Imputaciones 
El pronunciamiento agregó que 
tampoco existía prueba que res-
paldara esas imputaciones. No de-
clararon superiores ni compañe-
ros que acreditaran incumpli-
mientos y no se demostraron lla-
mados de atención, apercibimien-
tos o suspensiones anteriores.  

Por ello, admitió las indemniza-
ciones por antigüedad, falta de 
preaviso e integración del mes de 
despido y el agravante del art. 2 de 
la ley 25323, al considerar injustifi-
cado que la empleadora hubiera 
obligado a la trabajadora a acudir a 
juicio para obtener el pago.  

La sentencia distinguió, ade-
más, entre la reparación tarifada 
por un despido sin causa suficien-
te y el perjuicio adicional ocasio-
nado cuando la ruptura se con-
creta mediante imputaciones fal-

sas y abusivas. El art. 245 LCT no 
concede al empleador una in-
demnidad para despedir de ma-
nera maliciosa y provocar daños 
que excedan la pérdida del em-
pleo, sostuvo Giletta al analizar el 
reclamo extrapatrimonial.  

El decisorio ponderó que S. tenía 
54 años, más de 27 años de desem-
peño en el instituto, dos títulos 
otorgados por la UNC y ningún an-
tecedente disciplinario. La acusa-
ción de falta de contracción al tra-
bajo, desobediencia y disminución 
voluntaria de productividad no fue 
demostrada; por el contrario, un 
antiguo compañero calificó su 
desempeño como excelente y una 
empleada de la propia demandada 
dijo desconocer que hubiera teni-
do problemas laborales.  

El fallo concluyó que esas falsas 
imputaciones provocaron un im-
pacto emocional y una mácula so-
bre los antecedentes laborales y 
profesionales de la trabajadora, 
con potencial incidencia en su 
reinserción laboral. Por esa razón, 
además de los restantes rubros ad-
mitidos, hizo lugar a la indemniza-
ción por daño moral, diferencián-
dola expresamente de la repara-
ción correspondiente a la pérdida 
del empleo.

Resarcen el daño moral  
causado por un despido que se 
basó en acusaciones falsas

La imposibilidad de delegar en sis-
temas de inteligencia artificial (IA) 
generativa el ejercicio de la aboga-
cía, junto con el deber de verificar 
sus resultados y asumir la respon-
sabilidad por los documentos ela-
borados con su asistencia, consti-
tuye el eje de una norma aprobada 
por unanimidad por la Asamblea y 
el Senado de California (EEUU).  

La iniciativa, que quedó a consi-

deración del gobernador, busca 
evitar errores como la incorpora-
ción de jurisprudencia inexistente 
o citas fabricadas por estas herra-
mientas y mantener bajo control 
humano las decisiones propias de 
la actividad profesional. 

La decisión legislativa establece 
expresamente que “un abogado 
no podrá delegar el ejercicio de la 
abogacía en la IA generativa”. La 

tecnología podrá emplearse como 
herramienta de asistencia para 
desarrollar tareas jurídicas, pero su 
intervención no desplazará las 
obligaciones que corresponden al 
profesional ni permitirá trasladar 
al sistema la responsabilidad por el 
contenido producido. 

El texto dispone, en ese sentido, 
que los abogados deberán adop-
tar medidas razonables para 

comprobar los resultados pro-
porcionados por la IA. La verifica-
ción deberá comprender espe-
cialmente la exactitud de las citas 
de casos, precedentes y normas 
jurídicas, uno de los aspectos que 
ha generado mayores dificultades 
a partir de la utilización de mode-
los capaces de producir referen-
cias aparentemente verosímiles 
pero inexistentes. 

La norma prevé además una 
obligación concreta cuando la he-
rramienta proporcione informa-
ción falsa o produzca una denomi-
nada “alucinación”.  

El abogado deberá detectar y co-
rregir esos errores antes de utilizar 
el contenido, sin que pueda ampa-
rarse en que la información fue ge-
nerada automáticamente. De esta 
manera, la asistencia tecnológica 
no modifica el estándar de diligen-
cia exigible al profesional. 

La iniciativa incorpora también 
un deber de transparencia respec-
to de los tribunales. Los abogados 
deberán revelar el uso de IA gene-
rativa en los documentos que pre-
senten judicialmente. A ello se 
agrega una modificación al Código 
de Procedimiento Civil según la 
cual ningún escrito presentado an-
te un órgano judicial podrá conte-
ner una cita que el abogado res-
ponsable no haya verificado per-
sonalmente, aun cuando la refe-
rencia haya sido proporcionada 
por una herramienta de IA. 

 
Tratamiento 
La regulación alcanza asimismo 
el tratamiento de información 
protegida. Los profesionales no 
podrán ingresar en estos siste-
mas información confidencial, 
datos personales identificativos 
u otra información no pública 
cuando el acceso a esos conteni-
dos no se encuentre restringido 

al propio abogado y a personas 
autorizadas sometidas a deberes 
de confidencialidad.  

La disposición procura evitar 
que el empleo de plataformas ex-
ternas comprometa información 
cuya reserva debe preservar el 
profesional. 

El régimen aprobado extiende 
algunas de estas exigencias a los 
árbitros. La nueva sección 1282.1 
determina que no podrán delegar 
en IA generativa ninguna parte de 
su función decisoria. Tampoco 
podrán fundar sus decisiones en 
información producida por IA 
que se encuentre fuera del expe-
diente sin efectuar previamente 
las revelaciones correspondien-
tes y, cuando resulte posible, 
brindar a las partes la oportuni-
dad de formular observaciones. 

El proyecto se inscribe en un 
contexto marcado por diversos 
episodios registrados en Estados 
Unidos en los que profesionales 
presentaron ante los tribunales ju-
risprudencia inexistente o citas fa-
bricadas por sistemas generativos.  

Esos antecedentes pusieron de 
manifiesto los riesgos derivados de 
utilizar las respuestas de estas he-
rramientas sin efectuar un control 
posterior sobre su contenido. 

La regulación no prohíbe la IA en 
la práctica jurídica ni impide apro-
vecharla como instrumento auxi-
liar. El criterio adoptado consiste 
en establecer una frontera entre 
asistencia tecnológica y ejercicio 
profesional: el abogado puede ser-
virse de la IA, pero debe conservar 
el control de su trabajo, verificar 
personalmente la información re-
levante, proteger los datos confi-
denciales, transparentar su utiliza-
ción cuando corresponda y corre-
gir cualquier resultado erróneo an-
tes de incorporarlo a una actua-
ción judicial.

La empleadora no pudo probar los incumplimientos 
ni la disminución de productividad atribuidos a una 
técnica radióloga con más de 27 años de trayectoria 
y sin antecedentes disciplinarios

EEUU: California obliga a los abogados a verificar 
contenido generado por inteligencia artificial 
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E
n mayo de 2025 el Poder Eje-
cutivo firmó un decreto que, a 
simple vista, parecía ocuparse 

de tramitación burocrática. En es-
te marco, reordenó competencias, 
modificó ciertos artículos de la ley 
de migraciones y quién otorga la 
ciudadanía por naturalización. 
Nada que ameritara un titular.  

Sin embargo, detrás de esa fa-
chada, el DNU 366/25 reescribió 
algo mucho más sensible: quién 
puede ser argentino, en qué condi-
ciones, y a qué precio. 

El decreto avanza en dos frentes 
que funcionan como un “movi-
miento de pinzas” -lo que, en tér-
minos militares, ocurre cuando un 
ejército ataca de forma simultánea 
ambos flancos de una formación 
enemiga para rodearla-.  

Por un lado, endurece el régi-
men migratorio: introduce el co-
bro de atención médica en hospi-
tales públicos para extranjeros, 
amplía las causales de expulsión y 
acelera los procedimientos admi-
nistrativos en detrimento de las 
garantías del debido proceso.  

Asimismo, modifica la ley de ciu-
dadanía y traslada la facultad de 
conceder la carta de ciudadanía de 
los juzgados federales electorales a 
la Dirección Nacional de Migracio-
nes, un organismo que depende 
directamente del propio Poder 
Ejecutivo. 

La combinación no es inocente. 
Mientras el migrante trabajador, 
sin recursos, enfrenta un camino 
cada vez más burocrático y discre-
cional para naturalizarse, el decre-
to crea en forma simultánea una 
vía exprés titulada "inversión rele-
vante". Quien pueda demostrar un 
aporte de capital significativo ac-
cede a la ciudadanía con una cele-
ridad que le está vedada a quien 
solo puede demostrar arraigo, tra-
bajo o años de residencia.  

El interrogante que se impone es 
incómodo pero ineludible, ¿tiene 
la ciudadanía argentina -literal-
mente- un precio fijado por decre-
to? Hay, en los hechos, extranjeros 
de primera y extranjeros de segun-
da categoría. 

 
El trasfondo constitucional 
La Constitución reformada en 
1994 le permite al Presidente dictar 
decretos de necesidad y urgencia 
sólo cuando circunstancias excep-
cionales hacen imposible seguir el 
trámite legislativo ordinario.  

Incluso en ese escenario excep-
cional, el artículo 99 inciso 3 le ve-
da de modo absoluto legislar sobre 

cuatro materias: penal, tributaria, 
electoral y régimen de partidos po-
líticos. Son, podría decirse, las ex-
cepciones de la excepción.  

El constituyente entendió que 
ciertas reglas del juego democráti-
co no pueden quedar libradas a la 
voluntad de quien ejerce el poder 
en un momento dado, y que deben 
discutirse necesariamente en el 
Congreso, ámbito representativo 
de la voluntad popular por exce-
lencia. 

Aun así, por medio del DNU 
366/25, el Poder Ejecutivo dispuso 
el traspaso de competencias de los 
jueces federales a la Dirección Na-
cional de Migraciones, como una 
simple reorganización administra-
tiva. Un cambio de mostrador, na-
da más. Ese argumento, sin em-
bargo, sucumbió ante la Cámara 
Nacional Electoral (CNE). 

 
El caso “Yang” 
El caso que puso blanco sobre ne-
gro tiene nombre propio. Yang, Li-
ping, un ciudadano de origen chi-

no radicado en Entre Ríos, a quien 
un juzgado federal le rechazó el 
trámite de nacionalización invo-
cando la vigencia del nuevo decre-
to y el traspaso de competencias 
hacia la Dirección Nacional de Mi-
graciones.  

El caso llegó en apelación a la 
Cámara Nacional Electoral, y el tri-
bunal no se limitó a resolver la si-
tuación específica del solicitante. 
Fue más allá y declaró la nulidad -
absoluta e insanable- del DNU 
366/25, por entender que invade 
materia electoral. 

El razonamiento del tribunal es 
el verdadero aporte del fallo. La cá-
mara sostuvo que la ciudadanía no 
es un simple atributo civil, y que es 
el presupuesto necesario para in-
tegrar el cuerpo electoral.  

Quien no es ciudadano no vota 
ni puede ser elegido. Entonces, si 
el Poder Ejecutivo controla quién 
obtiene la ciudadanía y en qué 
ritmo, controla de manera indi-
recta la composición del padrón 
electoral. Eso, para la cámara, es 

tan materia electoral como fijar la 
fecha de una elección o diseñar la 
boleta. No hace falta tocar el Có-
digo Electoral para vulnerar la 
prohibición constitucional; al-
canza con incidir, aunque sea de 
modo mediato, sobre la confor-
mación del electorado. 

Esa distinción entre efectos di-
rectos e indirectos es la clave de 
todo el fallo.  

Los gobiernos suelen dictar de-
cretos que, formalmente, no ro-
zan ninguna de las materias pro-
hibidas, pero que producen con-
secuencias reales sobre ellas.  

La CNE advirtió que analizar la 
constitucionalidad de un decreto 
sólo por su objeto declarado, sin 
mirar sus efectos sobre el resto del 
sistema normativo, es un ejercicio 
formalista que termina vaciando 
de contenido la prohibición cons-
titucional. 

 
Una respuesta parcial 
Ahora bien, y aquí está el costado 
menos celebrado de esta historia: 

el fallo “Yang” no cerró el proble-
ma. Lo resolvió para un caso. La 
declaración de nulidad benefició 
al señor Yang, pero el decreto si-
gue plenamente vigente para el 
resto de los extranjeros que tra-
mitan su ciudadanía o que están 
alcanzados por las nuevas restric-
ciones migratorias.  

El control judicial argentino es 
difuso por lo que actúa a pedido de 
parte y sus efectos quedan, en 
principio, ceñidos al expediente en 
el que se dictó.  

No hay, todavía, un pronuncia-
miento de alcance general de la 
Corte Suprema de Justicia que ter-
mine de sanear el asunto. 

Mientras tanto, el Congreso -que 
constitucionalmente tiene a su 
cargo el control político de estos 
decretos- prácticamente no ha di-
cho nada. La ley 26122, que regla-
menta ese control, exige el rechazo 
de ambas cámaras para derogar un 
decreto, un umbral que en la prác-
tica pocas veces se alcanza. Sólo 
una vez en la historia constitucio-
nal argentina se logró.  

El resultado, entonces, es previ-
sible. La enorme mayoría de los 
decretos de necesidad y urgencia 
dictados desde 1994 sigue vigente, 
más allá de sus vicios de origen. 

Así, conviven de manera anóma-
la un decreto declarado nulo por el 
Máximo Tribunal en materia elec-
toral y, al mismo tiempo, plena-
mente operativo para casi todos 
los demás casos.  

Es exactamente lo que la refor-
ma constitucional de 1994 quiso 
evitar; que el uso de facultades le-
gislativas excepcionales por parte 
del Ejecutivo quede, en la práctica, 
sin freno preventivo real. 

 
Por qué importa 
El caso “Yang" no es una curiosidad 
de derecho migratorio. Es un test 
sobre la salud de nuestro sistema de 
pesos y contrapesos. Muestra, por 
un lado, que todavía existen jueces 
dispuestos a mirar más allá de la 
etiqueta que el Poder Ejecutivo le 
pone a sus propios decretos, y a in-
dagar en sus efectos reales.  

Del mismo modo, expone con 
crudeza los límites de un control 
judicial que depende del litigio in-
dividual, y la parálisis de un con-
trol legislativo que, 30 años des-
pués de la reforma constitucional, 
sigue sin encontrar la forma de 
ejercerse con eficacia. 

Mientras esas dos deudas insti-
tucionales no se salden, seguirá 
siendo cierto lo que el propio de-
creto termina reflejando sin pro-
ponérselo: que hay extranjeros, y 
hay "extranjeros".  

Unos pueden pagar su camino 
a la ciudadanía. Otros deben es-
perar que algún juez, en algún 
expediente, se anime a desafiar 
al Poder Ejecutivo. 

Hay extranjeros y "extranjeros":  
el DNU 366/25 y el límite que puso 

la Cámara Nacional Electoral

Manuel Sansica y  
Lautaro Gutiérrez 
Abogados relatores - Poder Judicial de  

la Nación - Poder Judicial de Córdoba

CNE
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L
a falta de prueba de que el con-
tagio de covid-19 se hubiera 
producido de manera directa e 

inmediata durante la actividad la-
boral llevó a la Cámara del Trabajo 
de Villa María a rechazar la de-
manda promovida por los dere-
chohabientes de un juez de Cáma-
ra fallecido a causa de la enferme-
dad contra la Provincia de Córdo-
ba y Asecor SA.  

El tribunal consideró determi-
nante que no podía presumirse el 
origen profesional de la infección y 
que los reclamantes no acredita-
ron que el magistrado se hubiera 
contagiado mientras prestaba ser-
vicios presenciales.  

La alzada, integrada en forma 

unipersonal por Carlos Matías de 
Falco, analizó las actuaciones acu-
muladas en las que, por un lado, la 
Provincia cuestionó el dictamen 
de la Comisión Médica Central 
que había reconocido el carácter 
profesional de la enfermedad y, 
por otro, los familiares del Dr. O. 
M. S. reclamaron las prestaciones 
previstas por la Ley de Riesgos del 
Trabajo (LRT). 

El fallo precisó que la presun-
ción de laboralidad contemplada 
por el DNU 367/20 no resultaba 
aplicable en los términos pretendi-
dos. De Falco señaló que la pre-
sunción prevista para la situación 
examinada no alcanzaba al magis-
trado y destacó que el régimen es-
pecífico imponía a sus derechoha-
bientes acreditar “la imprescindi-
ble y necesaria relación de causali-
dad directa e inmediata” entre la 
enfermedad y el trabajo.  

La decisión tuvo por probado 
que el juez retomó las tareas pre-
senciales el 31 de mayo de 2021 y 
trabajó en esa modalidad hasta el 3 
de junio, período durante el cual 
tomó audiencias. También se 
acreditó que los primeros sínto-
mas aparecieron el 4 de junio. Sin 
embargo, el vocal remarcó que 
tanto la presencialidad como la 
proximidad temporal de la sinto-

matología demostraban circuns-
tancias relevantes, pero no resolví-
an por sí mismas dónde se había 
producido el contagio. 

El pronunciamiento ponderó es-
pecialmente la pericia médica ofi-
cial, según la cual el período medio 
de incubación era de cinco a seis 
días, aunque podía extenderse en-
tre uno y catorce. A partir de ese 
parámetro, la exposición se ubica-
ba estadísticamente alrededor del 
29 y 30 de mayo, fechas en las que 
el magistrado no había prestado 
servicios presenciales. El informe 
no permitía determinar el mo-
mento exacto del contagio, pero 
aportaba un dato científico que 
debilitaba la atribución causal a las 
jornadas comprendidas entre el 31 
de mayo y el 3 de junio. 

 
Positivo 
La sentencia también evaluó que 
una persona que había concurrido 
a una audiencia posteriormente 
informó un resultado positivo de 
covid-19, pero entendió que ese 
elemento aislado no demostraba 
que allí se hubiera producido la 
transmisión.  

A ello sumó que los testimonios y 
la pericia en higiene y seguridad 
acreditaron controles de tempera-
tura, uso de barbijo y alcohol, dis-
tanciamiento y un espacio amplia-
mente dimensionado conforme las 
normas del COE. Los integrantes 
del ámbito laboral que fueron teste-
ados después de conocerse el con-
tagio dieron resultado negativo. 

El decisorio agregó otro elemento 
que consideró relevante, aunque 
no concluyente: el 3 de junio el ma-
gistrado concurrió presencialmen-
te a Ucasal para desarrollar una ac-
tividad académica vinculada con 
Práctica Forense II. De Falco aclaró 
que ello no permitía afirmar que el 
contagio hubiera ocurrido allí, pero 
sí demostraba la existencia de otro 
ámbito presencial con interacción 
con terceros y desvirtuaba la afir-
mación de que el juez no desarro-
llaba actividades fuera de los ámbi-
tos laboral y familiar.  

La alzada concluyó que los dere-
chohabientes no lograron demos-
trar que el agente Covid-19 se hu-
biera localizado exclusivamente 
en la sede judicial ni que el conta-
gio necesariamente hubiera ocu-
rrido allí. En consecuencia, admi-
tió el recurso-acción de la Provin-
cia contra lo decidido administra-
tivamente y rechazó la demanda 
contra la Provincia de Córdoba y 
Asecor SA por las prestaciones di-
nerarias y en especie reclamadas, 
con costas por el orden causado. 

La cercanía entre las  
tareas presenciales y la 
aparición de los síntomas 
no bastó para establecer el 
nexo causal, ante el  
período probable  
de incubación, las medidas 
preventivas existentes  
y la acreditación de otra 
actividad presencial

Deniegan resarcir la muerte de 
un juez por covid al no probarse 
que se contagió trabajando

Autos: “Provincia de Cordoba c/ B., I. C. del 
V. y Otro” - EXPTE. N° 10470654” y su acu-
mulado “B., I. C. del V. y Otros c/Provincia 
de Córdoba y Otro - Ordinario - Incapaci-
dad” - EXPTE. N° 10615745

E
n un contexto social e institucional 
en el que la velocidad de los proce-
sos y la complejidad de las interac-

ciones humanas exigen respuestas cada 
vez más sofisticadas, la gestión pacífica y 
estratégica de los desacuerdos se consoli-
da como una disciplina fundamental. 

 
El Colegio de Abogados  
inaugura la Sala de Negociación  
Con el objetivo de brindar a los profesio-
nales del derecho y a la comunidad en ge-
neral un espacio de vanguardia dedicado 
al estudio, la capacitación y el abordaje 
interdisciplinario de las controversias, el 
Colegio de Abogados Sede Capital vivirá 
hoy una jornada trascendental: quedará 
formalmente inaugurada la flamante Sala 
de Negociación, una propuesta institucio-
nal orientada a jerarquizar los métodos 
alternativos de resolución de conflictos y a 
dotar a los operadores jurídicos de habili-
dades operativas e intelectuales esencia-
les para los tiempos que corren. 

La conducción de este nuevo espacio 
estará a cargo de las reconocidas especia-
listas Dra. Cecilia Pregoni y Dra. Alejandra 
Penn, quienes asumirán el desafío de co-
ordinar las actividades académicas, los ta-
lleres prácticos y los proyectos de investi-
gación que se desarrollarán en el seno de 
la sala. Ambas profesionales han destaca-
do la importancia de abordar las disputas 
desde una perspectiva integradora, supe-
rando los esquemas tradicionales de con-
frontación adversarial para avanzar hacia 
modelos cooperativos que prioricen el 
mutuo entendimiento, la preservación de 
los vínculos interpersonales y la eficiencia 
en la obtención de acuerdos sustentables. 

Mediante el Instituto de Estudios Jurídi-
cos se busca consolidar a la Sala de Nego-
ciación como un ámbito referente de estu-
dio, producción jurídica y formación prác-
tica continua en materia de resolución de 
conflictos y herramientas de negociación. 
Por medio de una agenda académica cola-
borativa y aplicada, se busca promover el 
ejercicio profesional de excelencia, la ac-
tualización y consolidando la sala como 
un espacio referente de aprendizaje prác-
tico y aporte técnico para la comunidad 
profesional, así como el fortalecimiento 
institucional de nuestro colegio. 

En ese marco, la Sala de Negociación se 
propone diseñar e impartir cursos y activi-
dades enfocadas en el desarrollo integral 
de competencias estratégicas de negocia-
ción avanzada para abogados y otros pro-
fesionales. 

Para celebrar este hito institucional, las 
autoridades han programado una serie de 
actividades. A las 16 se llevará a cabo la 
conferencia central titulada "Comunica-
ción eficaz y gestión de conflictos", un en-
cuentro abierto a todo público que contará 
con las disertaciones de la licenciada y 
mediadora Silvina Raquel Muñoz y mi 
participación personal. En esta exposición 
desplegaremos un marco conceptual pro-
fundo tendiente a desentrañar los factores 
sutiles e inconscientes que operan en todo 
proceso comunicativo. 

El temario de la conferencia ha sido di-
señado sobre la base de los ejes teóricos y 
empíricos más robustos de las ciencias de 

la comunicación, la psicología humanista 
y las neurociencias, reflejando de manera 
directa los contenidos conceptuales des-
arrollados en los materiales de consulta 
de la especialidad. 

Se analizará la transición de la actitud 
pasiva del oír al proceso activo de la escu-
cha real. Se examinarán los obstáculos 
cognitivos como la percepción selectiva y 
los mecanismos que la mente utiliza para 
desechar la información que sale de la 
"zona de confort".  

Inspirada en la psicología humanista de 
Carl Rogers y los aportes de sus discípu-
los, se profundizará en la disposición psi-
cológica y emocional para comprender el 
mundo interior del interlocutor sin emitir 
juicios de valor anticipados. 

Además, se desglosarán los tres pilares 
fundamentales que dominan la interac-
ción y que operan a nivel inconsciente: la 
trilogía del comportamiento no verbal. 

A su vez, se brindarán claves operativas 
para expresarse con asertividad: describir 
los hechos concretos, manifestar los senti-
mientos en primera persona, pedir conduc-
tas operativas puntuales y especificar las 
consecuencias basadas en recompensas. 

En el encuentro también se profundiza-
rá en principios de Daniel Goleman y la 
oratoria motivacional de Jim Rohn, y se 
discutirá la incidencia del cerebro emocio-
nal sobre el cognitivo y los dones valiosos 
de la comunicación, tales como tener algo 
bueno que decir, la sensibilidad hacia el 
alter y el valor de la brevedad discursiva. 

El marco de este evento servirá tam-
bién para la presentación oficial de la se-
gunda edición de mi libro "Superando al 
cono del silencio. Versión ampliada". Este 
texto, cuya metáfora central se inspira en 
el icónico y defectuoso dispositivo de la 
serie televisiva El Súper Agente 86, funcio-
na como una guía práctica y reflexiva para 
derribar las barreras de la incomunicación 
y el aislamiento que genera la saturación 
informativa actual. La versión ampliada 
que se presenta introduce nuevos análisis 
de casos prácticos, dinámicas grupales, y 
un andamiaje teórico enriquecido que 
combina la microsociología de Erving 
Goffman con los descubrimientos neuro-
científicos contemporáneos. 

El encuentro se desarrollará bajo una 
modalidad híbrida para garantizar el ac-
ceso universal y democrático a la capaci-
tación. Aquellos que opten por asistir de 
manera presencial podrán concurrir a la 
Sala del Piso 4 de la sede central del Cole-
gio, ubicada en Avenida Duarte Quirós 571, 
un espacio acondicionado especialmente 
para cumplir con las exigencias pedagógi-
cas de las dinámicas corporales y relacio-
nales previstas. De manera simultánea, 
quienes prefieran participar a distancia 
podrán conectarse a través del aula vir-
tual de la institución. 

La actividad es de carácter gratuito y es-
tá abierta a profesionales de las áreas de 
recursos humanos, docencia, relaciones 
públicas, derecho, mediación y a todo ciu-
dadano interesado en optimizar sus compe-
tencias vinculares. Las inscripciones se en-
cuentran abiertas y deben gestionarse de 
manera digital a través del portal oficial de 
la institución en la dirección 
https://www.abogado.org.ar/](https://www.
abogado.org.ar/ donde se emitirán las cer-
tificaciones correspondientes una vez con-
cluido el evento. Quedan todos invitados.

Nuevas herramientas  
para la resolución de disputas

u Javier Medina Gandia 

Abogado, mediador y docente universitario 

MEDIACIÓN
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G
ustavo Álvarez, padre de 
Alexa, una de las jóvenes 
que sobrevivió la denomi-

nada “tragedia de las Altas Cum-
bres”, emitió duras críticas contra 
la instrucción del caso y denunció 
severas irregularidades en el ma-
nejo de la prueba: apuntó directa-
mente contra la representación 
del Ministerio Público Fiscal 
(MPF) por haber omitido docu-
mentación clave que obra en la 
causa y que contradice la versión 
sobre el estado de salud con el 
que González salió del choque: 
"Más que inconsistencia, son 
ocultamientos por parte de la fis-
cal, porque son documentos que 
obran en el expediente. Para nos-
otros resulta bastante irregular 
que la fiscal no haya mencionado 
u omitido la información sobre 
estas cosas durante el proceso de 
las audiencias", afirmó Álvarez.  

Álvarez contrapuso el testimo-
nio brindado por Juan Uez, direc-
tor del hospital de Villa Dolores a 
la época del hecho, con los infor-
mes oficiales emitidos en el cen-
tro de salud de Mina Clavero ape-
nas ocurrido aquél. En este con-
texto, cabe señalar que Uez mu-
rió en noviembre de 2025. Según 
denunció Álvarez, se intentó 
agravar el cuadro médico del ex 
funcionario para justificar sus ac-
ciones posteriores: "Por un lado 
tenemos la declaración del doc-
tor que falleció y -por otro lado- 
el informe médico que emitieron 
desde el hospital de Mina Clave-
ro, donde no hay ninguna pre-
sencia de fractura ni nada que 
comprometa en ese momento, 
más allá de los golpes. Nada que 
revista una gravedad como lo que 
se dijo en ese testimonio, que es 
mentira", dijo. 

Además, Álvarez criticó el com-
portamiento de González poste-
rior al hecho: subrayó la contra-
dicción entre el supuesto estado 
de shock del imputado y sus actos 
inmediatos en el lugar. "Hemos 
visto cómo su memoria ha sido 
bastante selectiva en el momento, 
porque no recordó el siniestro pe-
ro sí recordó llamar para que vi-
nieran a recoger los bolsos". 

Cronograma  
El próximo día 28 concluirá la 
instancia de alegatos de los abo-
gados defensores. Posterior-
mente, el tribunal otorgará la úl-
tima palabra a las víctimas, entre 
ellas a Alexa Marina Vera, y al 
propio González, previa delibe-
ración para el fallo. 

A pesar de las críticas al des-
arrollo del proceso, las familias 
de las víctimas concentran sus 
expectativas en la resolución del 
juez a cargo de la causa: "La úni-
ca esperanza que nos queda de 
justicia es el juez Camogli; en que 
dentro de todo este juicio no jus-
to pueda haber alguna sentencia 

que más o menos sea para nos-
otros de alguna manera repara-
dora, aunque ninguna sentencia 
va a ser reparadora", concluyó. 

 
Indemnización 
La querella, que representa a la 
familia de Alexa, reclama una in-
demnización de $11.776 millo-
nes contra González y el Gobier-
no de la Provincia.  

La mayor parte del dinero de-
mandado corresponde a la situa-
ción de Alexa, quien actualmen-
te tiene 18 años y quedó paraplé-
jica con necesidad de asistencia 
permanente de por vida. 

De esta manera, la querella 

exige $10.425 millones de pesos 
para la asistencia de Alexa, con 
el argumento de que factores co-
mo los cuidadores diarios y los 
tratamientos médicos especiali-
zados a largo plazo demandan 
costos altísimos. 

En tanto, los abogados defenso-
res de González tildaron el monto 
reclamado de "desproporciona-
do" y adelantaron que impugna-
rán formalmente el reclamo. 

Emiliano Binante (M.P. 1-
41130), abogado querellante, sos-
tuvo que, ante el planteo de Gon-
zález sobre su situación patrimo-
nial, el Estado también debe res-
ponder en la demanda civil. 

Maratón del Colegio  
de Abogados: ya hay 
más de 1.500 inscriptos
La convocatoria para participar 
de la segunda edición de la Ma-
ratón del Colegio de Abogados 
permanecerá abierta hasta el 
próximo día 25 o hasta comple-
tar los 2.000 cupos. La carrera se 
llevará a cabo el domingo 27 y es-
tará abierta a corredores, fami-
lias y público general 

La largada será en la esquina 
de Duarte Quirós y Bolívar, fren-
te a la sede del Colegio. Habrá 
distancias competitivas de 10K y 
6K, además de un recorrido par-
ticipativo de 1K, para que tam-
bién puedan sumarse familias y 
personas que quieran ser parte 
de la jornada sin competir. 

Esta edición se correrá bajo el 
lema “Malvinas corre con nos-
otros” y el eje será el homenaje a 
los Héroes de Malvinas. La reme-
ra oficial retoma la consigna “Las 
Malvinas son argentinas”, el mis-
mo mensaje de la bandera que 
los jugadores de la Selección ar-
gentina exhibieron tras vencer a 
Inglaterra en la semifinal del 
Mundial. 

Quienes se inscriban en los 
10K y 6K recibirán el kit de corre-
dor, que incluye la remera oficial 
y el dorsal con chip para la toma 
de tiempos, entre otros elemen-
tos. El circuito está certificado y 
fue diseñado para favorecer una 
carrera rápida por sectores em-
blemáticos de la ciudad. 

El padre de una de las  
sobrevivientes de la tragedia 
criticó omisiones de la fiscalía
Sin embargo, dijo que confía en la decisión que tomará  
el juez de la causa. La querella reclama una indemnización  
de $11.766 millones contra González y la Provincia

n Fecha: domingo 27 de septiembre  

n Largada: Duarte Quirós y Bolívar, 
Córdoba. 

n Distancias: 10K, 6K y 1K participativo. 

n Cupos: 2.000 participantes. Ya hay 
más de 1.500 personas inscriptas. 

n Inscripciones: hasta el 25 de sep-
tiembre o hasta agotar cupos. 

n Convocatoria: abierta a toda la 
ciudadanía. 

n Inscripciones: https://www.esfuer-
zodeportivo.com/maratoncolegiode-
abogados2026 

 

AGENDA

ARCHIVO

JUICIO a  

Oscar González
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L
a empresa MT Agro, distri-
buidora oficial de la presti-
giosa marca de sistemas de 

riego Reinke, visitó la Estancia 
San Carlos para conocer de pri-
mera mano la experiencia del 
productor agropecuario Franco 
Rizzi. Ubicado en Los Cometie-
rra, a 30 kilómetros al norte de Je-
sús María, el establecimiento im-
plementa tecnología de riego por 
pivote central para optimizar la 
eficiencia productiva, estabilizar 
los rendimientos y diversificar la 
producción. 

Durante mucho tiempo, la pro-
ducción agrícola en determina-
das zonas del norte cordobés es-
tuvo condicionada por la variabi-
lidad del régimen de precipita-
ciones, limitando la posibilidad 
de desarrollar esquemas intensi-
vos y continuos.  

Sin embargo, la incorporación 
de tecnología avanzada de riego 
transformó radicalmente este es-
cenario, permitiendo dar el salto 
de planteos estrictamente mono-
cultivos a modelos de doble culti-
vo y garantizando la sostenibili-
dad financiera del establecimien-
to a lo largo de las diferentes 
campañas. 

 
Eficiencia y doble cultivo 
El productor Franco Rizzi adminis-
tra actualmente el esquema agrí-
cola en la Estancia San Carlos, en la 
localidad de Los Cometierra. Con 
el objetivo firme de maximizar el 
potencial de la superficie trabaja-
da, la finca cuenta hoy con 550 
hectáreas bajo riego mediante 
equipos con tecnología pivote. 

“Buscando eficientizar la pro-
ducción acá en el campo, lo que 
buscamos fue hacer doble cultivo 
en miras de un cultivo de invierno, 
ya que la zona en esa época es bas-
tante seca y una de las patas rengas 
era el tema del agua", explicó Rizzi. 
El esquema productivo consolida-
do integra cultivos de verano como 
soja y maíz con especies de invier-
no como trigo y garbanzo.  

La disponibilidad asegurada de 
recurso hídrico no sólo posibilitó 
la incorporación regular de los cul-
tivos invernales, sino que potenció 
la estrategia de fertilización, per-
mitiendo a la empresa enfocar re-
cursos con precisión para maximi-
zar la absorción de nutrientes y la 
respuesta biológica de la planta. 

 
Impacto económico y  
estabilidad en rindes 
El impacto del riego por pivote 
fue contundente tanto en el pla-
no técnico como en los números 
del negocio.  

Al garantizar el suministro de 
agua en momentos críticos del 
ciclo vegetal, se logró neutralizar 

los efectos de la sequía invernal 
habitual en la región y reducir 
sustancialmente la volatilidad 
productiva. 

“Como encontramos estabilidad 
en los rindes, encontramos estabi-
lidad también en el negocio, que es 
a lo que también apuntamos", en-
fatizó el productor al ser consulta-
do sobre la rentabilidad financiera. 

 
Elección de Reinke y  
apuesta a futuro 
A la hora de definir la inversión 
tecnológica, la simpleza operativa, 
la solidez constructiva y el respal-
do técnico fueron determinantes 
para volcarse por la marca Reinke, 
comercializada e instalada por el 
equipo de MT Agro, firma ubicada 
en Sinsacate, a la vera de la ruta na-
cional 9 norte.  

Rizzi destacó la practicidad del 
proceso de montaje y la respuesta 
constante de posventa: “Encontra-
mos simpleza, calidad de producto 
y la marca nos ha dado una satis-
facción muy buena. La instalación 
es muy práctica, mejora muchísi-
mo la rentabilidad y hay muy bue-
na posventa”.  

Al ser consultado sobre qué re-
comendación le daría a un pro-
ductor que aún duda en dar el paso 
hacia la tecnificación del riego, 
Rizzi concluyó de manera categó-
rica: “Creo que le diría que se ani-
me, que le meta para adelante.  

Si me preguntan si seguiría ins-
talando sistemas de riego, sí, por 
supuesto: siempre Reinke”.

La experiencia en la Estancia San Carlos demuestra cómo la incorporación de 
sistemas pivote Reinke transformó esquemas agrícolas anuales en sistemas  
intensivos de doble cultivo, aportando previsibilidad y rentabilidad al negocio

FRANCO RIZZI. El productor,  

junto a Pablo Gandia, de MT Agro.

A PLENO. El equipo pivote de Reinke, en Estancia San Carlos.

Tecnificación y riego por pivote:  
la clave para eficientizar la  
producción en el norte cordobés

n 550 hectáreas bajo riego con 
equipos pivote Reinke en la  
Estancia San Carlos. 

n Doble cultivo: trigo y  
garbanzo en invierno junto a 
soja y maíz en verano. 

n Estabilidad económica:  
regularidad en rendimientos se 
traduce en previsibilidad  
y mayor rentabilidad. 

n Eficiencia nutricional:  
optimización de la fertilización 
gracias al control del aporte  
hídrico. 

n Respaldado MT Agro:  
asesoramiento, instalación y 
servicio de posventa garantizado.

EL DATO 
 
Tecnología que  
transforma el campo
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Empleo: fin de año con expectativas 
positivas de contrataciones 
Poco más de un tercio de los empleadores planea aumentar sus dotaciones  
de personal y 42% no tiene previsto hacer cambios 

j
anpowerGroup presentó la 
semana pasada los resulta-
dos de la Encuesta de Ex-

pectativas de Empleo correspon-
diente al cuarto trimestre. Los da-
tos fueron obtenidos mediante 
encuesta a más de 700 empleado-
res del país, quienes reportaron 
una Expectativa Neta de Empleo 
(ENE) de +16% ajustado por esta-
cionalidad, es decir, el valor se 
fortalece en seis puntos porcen-
tuales respecto al primer trimes-
tre del año y en 11 puntos en la 
comparación interanual. 

Los resultados revelan que 35% 
de los empleadores encuestados 
planea aumentar sus dotaciones 
de personal; 21%, disminuirlas; 
42% no espera realizar cambios y 
el dos por ciento restante no sabe 
si los realizará durante el período 
relevado. 

Cabe destacar que el valor de la 
ENE se obtiene al tomar el porcen-
taje de empleadores que espera in-
crementar sus plantillas y restar el 
porcentaje de aquellos que pro-
yectan una disminución durante el 
próximo trimestre. 

 "La mejora de la ENE refleja 
una mayor confianza de las em-
presas y muestra señales alenta-
doras en la mayoría de los secto-
res productivos y regiones del 
país”, señaló Luis Guastini, di-
rector Regional de Manpower-
Group para Argentina, Uruguay 
y Paraguay, y agregó: “Sin em-
bargo, el resultado se explica 
principalmente por la decisión 
de muchas organizaciones de 
sostener sus dotaciones, más 
que por una aceleración de las 
contrataciones, lo que contribu-
ye a una mayor estabilidad del 
mercado laboral". 

Comparaciones por sector 
En las once actividades económi-
cas relevadas los empleadores es-
peran incrementar sus nóminas 
durante el cuarto trimestre de 
2026. El sector de Servicios Públi-
cos y Recursos Naturales lidera las 
intenciones de contratación con 
una ENE de +36%, seguido por Fi-
nanzas y Seguros (+28%) y Cons-
trucción y Bienes Raíces (+25%). 
Por el contrario, el Sector Público, 
Salud y Servicios Sociales reporta 
las expectativas más débiles (-1%), 

seguido por Información (tres por 
ciento). 

A diferencia del tercer trimestre 
del 2026, las expectativas de con-
tratación se incrementaron en sie-
te de los once sectores industriales 
relevados. 

En la comparación interanual, 
las expectativas se fortalecen en 
diez de las once actividades eco-
nómicas. El aumento más signifi-
cativo se observa en el sector de 
Servicios Públicos y Recursos Na-
turales (+41 puntos porcentuales). 

Por región 
Los empleadores de las seis regio-
nes del país relevadas esperan in-
crementar sus nóminas durante el 
cuarto trimestre de 2026. La región 
de la Patagonia lidera las expecta-
tivas de contratación con una ENE 
de +27%, seguida por NEA (+23%) 
y NOA (+15%). En contraste, la re-
gión Pampeana registra la proyec-
ción más débil (11%), seguida de 
AMBA (+12). 

En comparación con el tercer tri-
mestre del año, los resultados indi-

can que las intenciones de contra-
tación se fortalecen en cinco de las 
seis regiones. La región de la Pata-
gonia lidera esta tendencia con un 
aumento de 13 puntos porcentua-
les; mientras que, por el contrario, 
la región del NOA revela una caída 
de tres puntos porcentuales. 

En la comparación interanual, 
las expectativas aumentan en las 
seis regiones relevadas. El creci-
miento más significativo se obser-
va en la región del Noreste (NEA), 
con un incremento de 17 puntos 
porcentuales. 

 
En el mundo 
En América, todos los países releva-
dos presentan expectativas positi-
vas de contratación para el cuarto 
trimestre de 2026. Brasil registra las 
intenciones más altas de la región, 
con una ENE de +53%, seguido por 
Panamá (+49%), México (+41%), 
Perú (+40%), Costa Rica y Guatema-
la (+38%) y Estados Unidos (+36%). 
En el otro extremo, Chile (+15%) y 
Argentina (+16%) presentan las ex-
pectativas más moderadas de la re-
gión, aunque en el caso argentino se 
observa una mejora significativa 
respecto del trimestre anterior. 

A escala global, el promedio glo-
bal de la Expectativa Neta de Em-
pleo se ubica en +29%. India 
(+54%) lidera las intenciones de 
contratación, mientras que las 
perspectivas más moderadas se re-
gistran en Eslovaquia (tres por 
ciento), Rumania (cuatro por cien-
to) y Japón (siete por ciento). En 
este contexto, Argentina se man-
tiene por debajo del promedio glo-
bal, aunque se posiciona en línea 
con mercados como Bélgica e Ita-
lia (+16%) y por encima de varias 
economías europeas y asiáticas. 

¿Olvidos normales o señales de alerta? :  
cuándo una falla de memoria debería llevar a una consulta 

No recordar dónde quedaron las 
llaves, tardar en encontrar una pa-
labra o entrar a una habitación y 
olvidar qué se iba a buscar son si-
tuaciones frecuentes que pueden 
aumentar con los años. Pero no to-
dos los olvidos forman parte del 
envejecimiento normal: cuáles de-
berían llamar la atención y por qué 
detectar los cambios a tiempo 
puede hacer la diferencia. 

Cada 21 de septiembre se con-
memora el Día Mundial del Alzhei-
mer, una fecha que busca generar 
conciencia sobre una enfermedad 
que afecta principalmente a las 
personas mayores, aunque no for-
ma parte del envejecimiento nor-
mal. La memoria cambia a lo largo 
de la vida y algunas fallas ocasiona-
les pueden ser esperables.  

Lo importante es observar la 
frecuencia, la evolución y, sobre 
todo, el impacto en la vida cotidia-
na. Cuando una persona comien-
za a tener dificultades para resol-
ver tareas que antes hacía con 
normalidad, se desorienta, repite 

constantemente las mismas pre-
guntas o pierde autonomía, es re-
comendable consultar. La de-
mencia, de hecho, no es una con-
secuencia normal ni inevitable del 
envejecimiento. 

Más que un olvido aislado, lo 
que debería llamar la atención es 
un cambio respecto de cómo fun-
cionaba habitualmente esa perso-
na. Si empieza a repetir preguntas, 
tiene dificultades para realizar ta-
reas conocidas o los problemas de 
memoria interfieren con su auto-
nomía, es importante realizar una 
consulta y no atribuirlo simple-
mente a la edad. 

 
¿Qué puede ser normal  
y qué debería generar una consulta? 
Olvidar dónde se dejaron las lla-
ves: puede ser habitual. Colocarlas 
repetidamente en lugares inusua-
les y no poder reconstruir qué se 
hizo con ellas merece atención. 

Olvidar ocasionalmente una cita 
o un nombre y recordarlo después: 
puede ocurrir con la edad. Olvidar 
repetidamente información re-
ciente o hacer varias veces la mis-
ma pregunta es una señal para 
consultar. 

Tardar en encontrar una pala-
bra: es frecuente. Perder el hilo 
de una conversación, tener pro-
blemas reiterados para expresar-
se o utilizar palabras que dificul-
tan hacerse entender requiere 
atención. 

Confundirse alguna vez con el 
día de la semana y luego darse 
cuenta: puede suceder. Perder 
con frecuencia la noción del tiem-
po o desorientarse en lugares co-
nocidos no debería naturalizarse. 

Cometer un error ocasional al 
hacer una cuenta: no necesaria-
mente indica un problema. Empe-
zar a tener dificultades para pagar 
facturas, seguir una receta conoci-
da o resolver tareas cotidianas que 
antes eran habituales puede ser 
una señal de alerta. 

Tomar alguna mala decisión: le 
puede pasar a cualquiera. Los 
cambios reiterados en el juicio, la 
conducta o la capacidad para to-
mar decisiones también justifican 
una consulta. 

La pérdida de memoria tampo-
co significa automáticamente Alz-
heimer. Estrés, depresión, altera-
ciones del sueño, algunos medica-
mentos y diferentes problemas de 

salud pueden afectar la memoria y 
la concentración, y algunas de sus 
causas pueden tratarse. Por eso, 
ante cambios persistentes, la eva-
luación profesional es fundamen-
tal para intentar determinar qué 
está ocurriendo. 

Consultar tempranamente per-
mite evaluar no solamente la me-
moria, sino también otras funcio-
nes como el lenguaje, la atención, 
la orientación y la capacidad para 
resolver problemas. Muchas veces 
es la familia la primera que detecta 
cambios que la propia persona no 
registra, y esa observación tam-
bién es importante. 

Además de prestar atención a 
las señales, cuidar la salud cere-
bral forma parte de la prevención 
a lo largo de toda la vida. Mante-
ner actividad física, evitar el taba-
co y el consumo perjudicial de al-
cohol, sostener vínculos sociales y 
actividad cognitiva y controlar 
factores como la presión arterial, 
el colesterol y la glucemia son al-
gunas de las medidas asociadas 
con un menor riesgo de deterioro 
cognitivo. La clave no está en alar-
marse ante cada olvido, sino en 
reconocer cuándo deja de ser algo 
ocasional y empieza a modificar 
la vida cotidiana. 

u Facundo Frissia 

Neurólogo del CMC de Salta de Boreal Salud  
(MP 3830). 

GENTILEZA
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B
ajo la premisa de una reorganización 
administrativa y presupuestaria, el 
proyecto de Ley de Presupuesto 2027 

y el decreto 84/2026, que -obligado por la 
justicia- pretenden reglamentar la Ley Nº 
27793 de Emergencia de Discapacidad, es-
tructuran un retroceso drástico en el régi-
men de protección integral de las personas 
con discapacidad en Argentina. Mediante 
modificaciones específicas y derogaciones 
estratégicas, la reforma elimina la equidad 
arancelaria universal de las prestaciones 
básicas, restituye la incompatibilidad entre 
el cobro de la pensión y el trabajo formal, y 
vulnera de forma abierta el principio de no 
regresividad consagrado en el bloque de 
constitucionalidad. 

 
El retorno al modelo médico  
y el castigo a la inclusión laboral 
Uno de los pilares más severos del proyecto 
de Presupuesto 2027 se concentra en el ré-
gimen de subsistencia y protección social. 
El artículo 36 del proyecto establece la Pen-
sión no contributiva por Invalidez Laboral, fi-
jada en 70% del haber mínimo jubilatorio, re-
emplazando formalmente la Pensión no 
contributiva por Discapacidad para Protec-
ción Social, creada por la mencionada ley 
27793.  

A la par, el artículo 40 modifica la ley 
13478 para condicionar nuevamente el be-
neficio a estar "imposibilitado para trabajar". 
Esta concepción se complementa con el ar-
tículo 37, que declara la incompatibilidad ab-
soluta entre el cobro de la pensión y el des-
empeño de cualquier trabajo formal o la ins-
cripción en el régimen tributario general o 
simplificado. 

Esta orientación normativa desarticula el 
Modelo Social de la Discapacidad -asumido 
formalmente por la ley 27793 en alineación 
con el artículo 1° de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapaci-
dad (CDPD), elevada a jerarquía constitucio-
nal en el año 2008. Al situar la "incapacidad 
laboral" como centro de la tutela estatal, la 
reforma retoma un esquema biomédico su-
perado, volviendo a exigir, como se hizo des-
de el año 1997, 66% de disminución en la ca-
pacidad laboral. De este modo, se penaliza 
la búsqueda de empleo formal y las perso-
nas con discapacidad quedan reducidas a la 
indigencia y a la exclusión del mercado de 
trabajo. 

 
El adiós a la equidad  
y a la universalidad arancelaria 
En materia de cobertura asistencial, el pro-
yecto de Presupuesto 2027 introduce un im-
pacto estructural sobre el sistema de la ley 

24901. El artículo 39 modifica el artículo 7 
bis de dicha ley, eliminando el carácter uni-
versal del Nomenclador de Prestaciones 
Básicas. Bajo el nuevo texto, el nomencla-
dor deja de ser un valor único y obligatorio 
para todos los financiadores: cada obra so-
cial, prepaga o entidad obligada queda fa-
cultada para fijar discrecionalmente sus 
propios aranceles con los prestadores de 
servicios. 

La norma limita la obligación de hacer 
actualizaciones trimestrales o ajustadas 
por el Índice de Precios al Consumidor 
(IPC) exclusivamente a aquellos supuestos 
en los que el Estado nacional actúe como 
pagador directo. Este desmonte se conso-
lida con el artículo 41 del proyecto, que de-
roga expresamente los artículos 5, 8, 9 y 14 
de la ley 27793, suprimiendo de raíz las ga-
rantías de equidad arancelaria universal y 
sus mecanismos de adecuación frente a la 
inflación. 

Asimismo, en el plano de la ejecución pre-
supuestaria, el artículo 38 dispone que los 
gastos de la emergencia se financiarán con 
partidas específicas del Ministerio de Salud 
y compensaciones del Tesoro. Este esque-
ma se acopla a las omisiones del decreto 
84/2026, cuyo Anexo I dejó como "sin regla-
mentar" los incisos a, c, d y e del artículo 4° 
de la ley 27793, neutralizando los circuitos 
administrativos orientados a garantizar fon-
dos sostenibles para pensiones, aranceles, 
el funcionamiento de la Agencia Nacional de 
Discapacidad (Andis) y el empleo protegido. 

El escenario es desolador: personas con 
discapacidad de primera, de segunda y de 
tercera categorías, dependiendo de sus po-
sibilidades económicas. El principio de uni-
versalidad y la garantía de calidad de las 

prestaciones, que tanto se protegió, hoy es-
tá al borde de la destrucción. No hablamos 
de equilibrar el Excel del Poder Ejecutivo si-
no de poder equilibrar la vida digna de cinco 
millones de personas en este país, que to-
dos los días luchan contra su neurología, 
biología o anatomía, para pertenecer a esta 
sociedad como protagonistas, y no como 
meros espectadores.  

 
Arbitrariedad en el procedimiento  
y confiscación: las trampas del  
decreto 84/2026 
El desguace normativo se proyecta de ma-
neras críticas en las reglas del procedimien-
to administrativo de la Ley de Emergencia, 
las cuales imponen graves vulneraciones a 
las garantías constitucionales: 

• Suspensión sin debido proceso (Art. 6 
inc. d): cancela el pago de la prestación de 
forma automática ante "inconsistencias o in-
exactitudes" en las notificaciones postales 
(se contrató una empresa privada para que 
envíe las cartas documento a personas que -
en su mayoría- carecen de vivienda propia, 
por lo que alquilan o viven de prestado). Esta 
medida prescinde de audiencia previa, invier-
te la carga de la prueba en contra del benefi-
ciario y omite todo esquema de "ajustes razo-
nables" en las notificaciones (formatos acce-
sibles, lectura fácil o apoyo de organizacio-
nes), en violación de los artículos 18 de la 
Constitución Nacional y 2, 5.3 y 9 de la CDPD. 

• Restricción a la libertad de circulación 
(Art. 7 inc. c): impone la caducidad del ha-
ber si la persona se ausenta del país por 
más de tres meses continuos. Esta sanción 
coarta desproporcionadamente la autono-
mía individual y la libertad de transitar, con-
sagradas en el artículo 14 de la Ley Funda-
mental y el artículo 18 de la CDPD. 

• Confiscación y enriquecimiento sin 
causa (Art. 8): dispone que, al rehabilitarse 
una pensión suspendida por error o arbitra-
riedad oficial, los haberes se devengan úni-
camente a futuro, denegando el cobro retro-
activo de las sumas caídas. La privación de 
montos alimentarios devengados durante 
una suspensión improcedente constituye 
una confiscación de la propiedad (Art. 17 
CN) y configura un enriquecimiento sin cau-
sa en favor del Estado. 

• Detracción fiscal sobre prestadores 
(Art. 13 Anexo I): condiciona la entrega de 
compensaciones de emergencia a la verifi-
cación de deudas previsionales e impositi-
vas ante la Agencia de Recaudación y Con-
trol Aduanero (ARCA), habilitando retencio-
nes sobre fondos destinados a la atención 
médica y rehabilitadora de las personas 
con discapacidad. 

Inconvencionalidad, "fraude a la ley" 
y el rol del Poder Judicial 
El plexo reformador vulnera el principio de 
progresividad y prohibición de regresividad 
estipulado en el artículo 2.1 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales (Pidesc) y ratificado por la 
observación general N° 3 del Comité DESC, 
la cual presume contraria al derecho inter-
nacional toda medida estatal deliberada-
mente regresiva. Igualmente, contraviene 
las obligaciones asumidas por la Argentina 
en la Convención Interamericana para la Eli-
minación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra las Personas con Discapaci-
dad (ley 25280), que impone adoptar medi-
das para erradicar las distinciones u obstá-
culos que anulen el ejercicio pleno de los 
derechos. 

En la doctrina constitucional, este entra-
mado constituye un "fraude a la ley": el Po-
der Ejecutivo y el proyecto de Presupuesto 
emplean técnicas de derogación parcial y 
reglamentación regresiva para vaciar de 
contenido la ley 27793 sin asumir formal-
mente su derogación íntegra. 

Frente a este escenario, la jurispruden-
cia de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación -en precedentes como Fallos 
316:2624 ("Cocchia") sobre el límite de 
las facultades reglamentarias (Art. 99 
inc. 2 CN), y Fallos 335:452 ("Q.C., S.Y.") y 
Fallos 337:530 ("Ramos") sobre la opera-
tividad ineludible de los derechos de sa-
lud frente a excusas presupuestarias- ha-
bilita la intervención de los magistrados. 
En el caso de que se convierta en ley con 
semejante atropello a la discapacidad, re-
sultaría un imperativo institucional que 
los tribunales ejerzan un estricto control 
de constitucionalidad y de convencionali-
dad, aplicando de forma directa los trata-
dos internacionales para frenar la conso-
lidación de este retroceso normativo. Co-
mo también queda en cabeza del Parla-
mento la posibilidad de pedir el control de 
convencionalidad, ya que la Corte Inter-
americana interpreta que todos los pode-
res del Estado tienen el deber de ejercer 
ese control 

Todo el ordenamiento jurídico nacional e 
internacional consagra los derechos de las 
personas con discapacidad, pero sólo la de-
cisión política puede destruirlo. Indepen-
dientemente de tener argumentos jurídicos, 
justos e históricos, estamos hablando de vi-
das de millones de personas y de sus fami-
lias, que se encuentran en vilo, sumidas en 
una incertidumbre profunda, como los mie-
dos y desafíos a los que la simple vida diaria 
nos tiene acostumbrados.  

El desguace silencioso del sistema de discapacidad:  
cómo el proyecto de Presupuesto 2027 y el decreto 84/2026  

desmantelan derechos garantizados por ley

u Marta Lastra 
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Abogada 

Directora de la Sala de Discapacidad  

del Colegio de abogados de Córdoba 

Madre de un adolescente con discapacidad 
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